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Es de hacer notar, que, tal y como se observa, existen varios tipos de corrupción, 

pero no hay una definición jurídica como tal de este concepto, lo que implica que, 

en el caso del Sistema Nacional Anticorrupción, sea más difícil de lograr su objetivo, 

si en primer lugar no está claramente formado el concepto.  

 

1.1.1. Índices de corrupción en México 

 

En nuestro país, la corrupción es vista por los ciudadanos como uno de los 

problemas más grandes.  

 

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), la 

corrupción está catalogada por la población como el segundo problema que más les 

preocupa. En el 2015, 9 de cada 10 personas mayores de 18 años consideró que la 

corrupción se puede observar frecuentemente en los partidos políticos y en la 

policía, y el 12.6% de las personas que tuvieron que realizar algún trámite del 

gobierno, consideran que fueron víctimas de algún acto de corrupción10.  

 

Esto es, la población considera que la corrupción se da en todos los niveles de 

gobierno, y que es un problema que México tiene en gran medida, a tal grado, que 

la gente, después de la delincuencia organizada, lo identifica como el problema más 

grande que tenemos, con el 50.9% de la población señalándolo como tal. Es 

importante también tomar en cuenta que, desde el 2011, la percepción del mal 

desempeño del gobierno ha crecido11, lo cual se puede decir viene de la mano con 

la corrupción.  

 

                                            
10 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Estadísticas a propósito del Día Internacional Contra la 
Corrupción, México, 7 de Diciembre de 2016, 
http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/corrupcion2016_0.pdf , p. 1.  
11 Ibidem, p. 3.  

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/corrupcion2016_0.pdf
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Y no solo eso, sino que la corrupción afecta también el sector económico del país.  

 

De acuerdo con el Estudio de la OCDE sobre Integridad en México, el Instituto 

Mexicano para la Competitividad (IMCO), estima que el 5% del Producto Interno 

Bruto del país se pierde por corrupción12.  

 

En los últimos años, el índice de percepción de la corrupción en nuestro país ha ido 

empeorando, yendo desde 34 en el 2012, a 31 en el 2015, y 29 en el 201713.   

 

Como consecuencia de todo lo anterior, el 27 de mayo del 2015 se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación una reforma constitucional en la que se buscó hacer 

modificaciones en diversos ámbitos del país, con la finalidad de combatir la 

corrupción.  

 

Ahora, en México, existe un Sistema Nacional Anticorrupción que busca erradicar y 

prevenir estos actos que, como todos sabemos, se dan en una gran medida en 

todos los niveles de gobierno.  

 

El Sistema Nacional Anticorrupción es el mecanismo de coordinación que existe 

entre los diferentes órganos y órdenes de gobierno cuyo objetivo es prevenir, 

combatir y sancionar los actos de corrupción ejecutados por autoridades y los 

particulares asociados a los mismos. 

 

Con la presente investigación, se busca demostrar que el Sistema Nacional 

Anticorrupción, en especial con relación a las responsabilidades administrativas de 

                                            
12 Organización para la Cooperación y Desarrollos Económicos, Estudio de la OCDE sobre integridad en 
México 2017, https://www.oecd.org/corruption/ethics/estudio-integridad-mexico-aspectos-claves.pdf, 
p.3.  
13 Transparency International, Corruption perceptions index 2017, 
https://www.transparency.org/news/feature/corruption_perceptions_index_2017 .  
 

https://www.oecd.org/corruption/ethics/estudio-integridad-mexico-aspectos-claves.pdf
https://www.transparency.org/news/feature/corruption_perceptions_index_2017
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los Servidores Públicos, no cumplirá con sus objetivos, derivado de sus omisiones 

normativas de orden adjetivo, en específico por lo que hace al nuevo esquema de 

participación de la sociedad en el control de servidores públicos.  

 

Para esos efectos, la investigación se dividirá en tres capítulos:  

 

En el primero, se analizarán los conceptos de eficacia y de derechos humanos, así 

como el proceso legislativo en materia de la reforma anticorrupción en México; en 

el segundo las responsabilidades de los Servidores Públicos; y finalmente en el 

tercero, el procedimiento de responsabilidades administrativas plasmado en la Ley, 

buscando, a partir de dichos procedimientos, identificar la eficacia o no del Sistema 

Nacional Anticorrupción.  

 

Por lo que se plantea la siguiente hipótesis:  

 

Si se implementa el procedimiento de responsabilidades administrativas de los 

servidores públicos tal y como está plasmado en la nueva Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, publicada como consecuencia de la Reforma 

Anticorrupción, entonces no se lograrán los objetivos de dicha reforma.  

 

El tipo de investigación a utilizar es el método explicativo secuencial, en el que se 

analizarán los conceptos de eficacia y algunos de los derechos humanos 

relacionados con la implementación del nuevo sistema, el proceso legislativo que 

llevó a la reforma, los principales cambios de la reforma, las responsabilidades de 

los Servidores Públicos, los procedimientos para fincar responsabilidades 

administrativas, para concluir que, en efecto, estos no son eficaces para cumplir el 

objetivo de la reforma.   





http://dle.rae.es/?id=EPQzi07
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Esto es, para una autoridad pueda resolver sobre un asunto específico, es necesario 

que ésta tenga conocimiento del mismo, y para lo anterior se le debe dar a conocer 

al particular y otorgarle la oportunidad de defensa.  

 

Es por ello por lo que cualquier ordenamiento adjetivo, bien sea civil, 

penal, o administrativo,  que regule la función jurisdiccional en diferentes 

materias, debe por modo necesario y en aras de la índole misma de esta 

función, estatuir la mencionada oportunidad de defensa u oposición, lo 

que se traduce en diversos actos procesales, siendo el principal la 

notificación al presunto afectado de las exigencias del particular o de la 

autoridad, en sus respectivos casos, tendientes a la obtención de la 

privación32.  

 

La siguiente tesis aislada proporciona un criterio del derecho humano al debido 

proceso:  

 

DERECHO HUMANO AL DEBIDO PROCESO. ELEMENTOS QUE LO 

INTEGRAN. 

 

El artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, reconoce el derecho humano al debido proceso al 

establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 

los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 

formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 

expedidas con anterioridad al hecho. Ahora bien, este derecho ha sido un 

elemento de interpretación constante y progresiva en la jurisprudencia de 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, del que cabe realizar un 

recuento de sus elementos integrantes hasta la actualidad en dos 

                                            
32 Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit. pp. 556 y 557.  
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vertientes: 1) la referida a las formalidades esenciales del procedimiento, 

la que a su vez, puede observarse a partir de dos perspectivas, esto es: 

a) desde quien es sujeto pasivo en el procedimiento y puede sufrir un acto 

privativo, en cuyo caso adquieren valor aplicativo las citadas formalidades 

referidas a la notificación del inicio del procedimiento y de sus 

consecuencias, el derecho a alegar y a ofrecer pruebas, así como la 

emisión de una resolución que dirima las cuestiones debatidas y, b) 

desde quien insta la función jurisdiccional para reivindicar un derecho 

como sujeto activo, desde la cual se protege que las partes tengan una 

posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer 

pruebas en apoyo de sus pretensiones, dimensión ligada estrechamente 

con el derecho de acceso a la justicia; y, 2) por la que se enlistan 

determinados bienes sustantivos constitucionalmente protegidos, 

mediante las formalidades esenciales del procedimiento, como son: la 

libertad, las propiedades, y las posesiones o los derechos. De ahí que 

previo a evaluar si existe una vulneración al derecho al debido proceso, 

es necesario identificar la modalidad en la que se ubica el reclamo 

respectivo. (Tesis: 1a. IV/2014)33.  

 

De la anterior tesis se pueden desprender las dos vertientes relacionadas con el 

derecho humano al debido proceso:  

 

1. La referida a las formalidades esenciales del procedimiento, cuyas 

perspectivas son dos:  

 

a. Desde quien es sujeto pasivo en el procedimiento y puede sufrir un 

acto privativo. 

 

                                            
33 Tesis: 1a. IV/2014, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. II, enero de 2014, 
p. 1112.  
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b. Desde quien insta la función jurisdiccional para reivindicar un derecho 

como sujeto activo. 

 

2. Por la que se enlistan determinados bienes sustantivos constitucionalmente 

protegidos, mediante las formalidades esenciales del procedimiento.  

 

1.2.3. Acceso a la justicia 

 

El artículo 17 de la Carta Magna reconoce el derecho humano de acceso a la 

justicia, el cual es definido por la Suprema Corte en la jurisprudencia 1a./J.42/2017 

como "... el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos 

y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 

independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con 

el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se 

decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión...34".  

 

Este derecho también se encuentra plasmado por el artículo 25 de la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos, el cual estipula que "toda persona tiene 

derecho a un recurso sencillo y rápido. ... que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

convención35." 

 

El criterio con rubro DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. SE RESPETA EN LA MEDIDA 

EN QUE SE ATIENDEN LOS ASPECTOS FORMAL Y MATERIAL EN QUE SE 

MANIFIESTA, con número de tesis XXXI.4 K36, menciona que hay dos aspectos del 

                                            
34 Tesis 1a./J.42/2017, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXV, abril de 
2007, p. 124.  
35 Convención Interamericana Sobre Derechos Humanos, 1969, art. 25.  
36 Tesis XXXI.4 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXXIII, mayo de 2011, 
p. 1105.  



















 30 

competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y 

control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se 

sujetará a las siguientes bases mínimas: 

 

El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por 

los titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo 

Federal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa; el presidente del organismo garante 

que establece el artículo 6o. de esta Constitución; así como por un 

representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité de 

Participación Ciudadana; 

 

El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por 

cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la 

transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y 

serán designados en los términos que establezca la ley, y 

 

Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que 

determine la Ley: 

 

El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas 

locales; 

 

El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización 

y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que 

los generan; 

 

La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, 

sistematización y actualización de la información que sobre estas 
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SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 108, PRIMER PÁRRAFO, DE 

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, NO ES LIMITATIVO SINO ENUNCIATIVO. 

 

Del proceso legislativo que culminó con el Decreto de reformas y 

adiciones al Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 

de diciembre de 1982, específicamente en lo relativo a sus artículos 108, 

109 y 134, se advierte que la finalidad del Constituyente Permanente fue 

cambiar el concepto tradicional de "funcionario público" por el de "servidor 

público", a efecto de establecer la naturaleza del servicio a la sociedad 

que comporta su empleo, cargo o comisión, disponiéndose para ello de 

obligaciones igualitarias a las que quedaban constreñidos "todos los que 

desempeñen un empleo, cargo o comisión en el servicio público, tanto en 

el Gobierno como en la Administración Pública Paraestatal", es decir, en 

la Federación con el objeto de exigir responsabilidades a quienes presten 

sus servicios bajo cualquier forma en que se sirva al interés público y a 

cualquier nivel de gobierno. En ese tenor, se concluye que el artículo 108, 

primer párrafo, de la Constitución Federal, al establecer quiénes son 

servidores públicos, no es limitativo sino enunciativo, pues la intención 

del Constituyente con la reforma de mérito fue que se incluyera a todos, 

sin importar la clase de empleo, cargo o comisión que desempeñen, ni el 

nivel de la función o la institución en donde laboren, pues lo medular y 

definitorio es que son servidores públicos quienes sirvan al Estado o 

Federación, al gobierno y a la nación, al interés público o a la sociedad 

(Tesis 2a. XCIII/2006).  

 

Esto es, la intención original del Constituyente fue que todas las personas que 

sirvieran el Estado, sin importar su clasificación o título de empleo, se consideraran 

como servidores públicos; no funcionarios, como se les denominaba con 



http://dle.rae.es/?id=WCqQQIf








http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2018/Abril/19/5302-Diputados-aprueban-eliminar-fuero-Constitucional
http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2018/Abril/19/5302-Diputados-aprueban-eliminar-fuero-Constitucional
http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/40860-comisiones-unidas-se-declaran-en-sesion-permanente-para-analizar-observaciones-a-minuta-que-elimina-el-fuero.html
http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/40860-comisiones-unidas-se-declaran-en-sesion-permanente-para-analizar-observaciones-a-minuta-que-elimina-el-fuero.html


http://www.revistas.unam.mx/index.php/rmcpys/article/view/32523/29874
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La misma Suprema Corte de la Nación sostiene el anterior criterio, en la Tesis 2a. 

LXVII/2008 con rubro SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN. LA INFRACCIÓN A LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN SU 

ACTUACIÓN PUEDE DAR LUGAR A DISTINTOS TIPOS DE RESPONSABILIDAD 

DERIVADOS DEL TEXTO CONSTITUCIONAL. 

 

En dicha Tesis, la Segunda Sala del Máximo Tribunal de nuestro país, realiza un 

análisis del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en el que, en diversas fracciones, tal y como se menciona en párrafos 

anteriores, un servidor público puede incurrir en un solo tipo de responsabilidad, o 

en varios, dependiendo de los hechos u omisiones que conlleven sus acciones:   

 

SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN. LA INFRACCIÓN A LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN SU 

ACTUACIÓN PUEDE DAR LUGAR A DISTINTOS TIPOS DE 

RESPONSABILIDAD DERIVADOS DEL TEXTO CONSTITUCIONAL.  

 

Del Título Cuarto, denominado "De las Responsabilidades de los 

Servidores Públicos y Patrimonial del Estado", de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la infracción a los 

principios que rigen su actuación por los servidores públicos de los 

Poderes de la Unión, entre ellos, del Poder Judicial de la Federación, 

puede dar lugar a distintos tipos de responsabilidad (política, penal, 

administrativa y civil). Así, la responsabilidad política deriva de los 

artículos 109, fracción I y 110 constitucionales, al señalar que puede 

sujetarse al servidor público al juicio político cuando en el ejercicio de sus 

funciones incurra en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los 

intereses públicos fundamentales o de su buen despacho; la penal se 

funda en la fracción II del citado precepto, al disponer que la comisión de 

delitos por parte de cualquier servidor público será perseguida y 

sancionada en los términos de la legislación penal; la administrativa se 
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sustenta en la fracción III del indicado artículo 109, al precisar que se 

aplicarán sanciones de esa naturaleza a los servidores públicos por los 

actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus 

empleos, cargos o comisiones y, finalmente, la civil se infiere del artículo 

111 constitucional, al señalar que en las demandas de ese orden 

entabladas contra cualquier servidor público, no se requerirá declaración 

de procedencia. (Tesis: 2a. LXVII/2008).  

 

 

El criterio citado, al igual que de la afirmación realizada por el Doctor Martínez Bullé 

Goyri, coinciden en aceptar que no en todos los casos se dan todos los tipos de 

responsabilidad, y puede haber veces en los que se de uno solo.  

 

 

2.3. Principios Constitucionales que rigen el Sistema de Responsabilidades  

 

Ahora bien, siguiendo la línea de las responsabilidades, y tal y como se menciona 

en la sección anterior, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

prevé una serie de principios que son los que deben de regir la actuación de los 

servidores públicos, principios que, si son violentados, llevan a la consecuencia del 

fincamiento de responsabilidades administrativas.  

 

El artículo 109 fracción III de la Carta Magna es el que plasma estos principios, los 

cuales consisten en:  
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El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el 

núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se 

manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y 

precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En 

otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una 

predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en 

todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con 

suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. 

En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de 

las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el 

juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso 

mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a 

complementaciones legales que superen la interpretación y que lo 

llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la 

norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y 

el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado 

y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los 

principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al 

aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, 

haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de 

modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción 

por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe 

encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente 

establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de 

razón89 (Tesis: P./J. 100/2006). 

 

De lo que se desprende que, en los casos de los procedimientos de 

responsabilidades de los servidores públicos, las conductas en las que pudieren 

incurrir, ya sean graves o no graves, deben de estar estipuladas en la ley, y cada 

caso se debe de adecuar exactamente a la conducta en cuestión. Solamente así se 

estará respetando el derecho humano a la seguridad jurídica del Servidor Público.  

                                            
89 Tesis P./J.100/2006, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXIV, agosto de 2006, p. 1667.  
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Finalmente la autoridad resolutora variará, ya que en casos de infracciones graves, 

será el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, mientras que para faltas no 

graves lo será la unidad de responsabilidades administrativas o el servidor público 

asignado en los órganos internos de control.  

 

Esto para lo que refiere a la aplicación de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas.  
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La prescripción se interrumpirá con la clasificación a que se refiere el 

primer párrafo del artículo 100 de esta Ley.  

 

Si se dejare de actuar en los procedimientos de responsabilidad 

administrativa originados con motivo de la admisión del citado informe, y 

como consecuencia de ello se produjera la caducidad de la instancia, la 

prescripción se reanudará desde el día en que se admitió el Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa.  

 

En ningún caso, en los procedimientos de responsabilidad administrativa 

podrá dejar de actuarse por más de seis meses sin causa justificada; en 

caso de actualizarse dicha inactividad, se decretará, a solicitud del 

presunto infractor, la caducidad de la instancia.  

 

Los plazos a los que se refiere el presente artículo se computarán en días 

naturales.  

 

Es de hacer notar que se prevé específicamente, que si se deja de actuar dentro de 

un procedimiento de responsabilidades por más de seis meses, se producirá la 

caducidad de la instancia.  

 

La anterior disposición varía de la anterior Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas, ya que en la misma no se preveía un plazo para la caducidad de la 

instancia, lo cual dejaba en incertidumbre jurídica a los Servidores Públicos, ya que 

la autoridad sustanciadora del procedimiento de responsabilidades administrativas 

podía resolver en meses, incluso hasta años, a pesar de que el término para 

resolver después de cerrada la audiencia era de 45 días hábiles, con la posibilidad 

de ampliarlo con un plazo igual97.  

 

                                            
97 Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, 2002, art. 21, fracción III.  
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confidencial que esté relacionada con la comisión de las infracciones, tales como el 

secreto bancario, fiscal, o fiduciario100.  

 

Para estos casos, menciona la Ley, las autoridades podrán celebrar convenios de 

la colaboración con las autoridades correspondientes101.  

 

Nótese que no se reglamenta más allá de esta mención los procedimientos por los 

cuales las autoridades investigadoras se harán de información que está clasificada 

como reservada o confidencial, y que implica una violación al derecho humano a la 

privacidad sin la necesidad de una orden judicial.  

 

En el artículo 96 de la Ley, también se prevé que las autoridades investigadoras 

podrán hacer requerimientos de información a las personas sujetas de 

investigación, quienes tendrán un plazo de cinco a quince días hábiles para 

cumplimentarlos; requerimientos que también podrán ser realizados a terceros que 

no sean sujetos de un procedimiento de responsabilidades administrativas102:  

 

Además de las atribuciones a las que se refiere la presente Ley, durante 

la investigación las autoridades investigadoras podrán solicitar 

información o documentación a cualquier persona física o moral con el 

objeto de esclarecer los hechos relacionados con la comisión de 

presuntas Faltas administrativas.  

 

Procedimiento que tampoco se encuentra regulado en la presente ley.  

 

                                            
100 Ibídem, art. 95. 
101 Ibid.  
102 Ibídem, art. 96.  
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Por otro lado, en casos en los que se encuentre la presunta responsabilidad en la 

comisión de algún delito, los investigadores deberán de presentar las denuncias 

correspondientes ante el Ministerio Público103.  

 

Al terminar las investigaciones, la autoridad investigadora procederá a calificar las 

faltas administrativas que llegara a encontrar como graves o no graves, las cuales 

deben de plasmarse en un informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, el 

cual se debe de presentar ante la autoridad sustanciadora104.  

 

En los casos en los que no se encuentren presuntas responsabilidades, se emitirá 

un acuerdo de conclusión y archivo del expediente105.  

 

Se agrega la siguiente tabla para efectos de ilustrar el procedimiento de 

investigación de responsabilidades administrativas:  

  

Del procedimiento de investigación se puede observar que la ley no prevé los 

términos para realizar la investigación, tales como el tiempo en el que se tiene que 

                                            
103 Ibidem, art. 98.  
104 Ibídem, art. 100.  
105 Ibid.  

inicio investigación calificación impugnación

Iniciará de 
oficio, por 
denuncia o 
derivado de 
las 
auditorías 

Es 
procedente 
la denuncia 
anónima

- Su impulso es oficioso.
- No rige el secreto.
- Pueden ordenarse 
visitas de verificación

- Pueden emitir 
requerimientos de 
información a 
personas públicas o 
privadas con 5 días 
para respuesta
- Pueden imponer 
medidas de 
apremio.

Determinación 
de la 
existencia o 
inexistencia de 
actos u 
omisiones que 
la ley señale 
como falta 
administrativa

Elabora Informe 
de Presunta 
Responsabilidad 
Administrativa  y 
remite a la 
autoridad 
substanciadora

Se crea la figura de 
la abstención.

La calificación es 
notificada al 
denunciante, 
quien puede 
impugnarla 
mediante 
inconformidad (5 
días)

La resuelve 
una Sala 
especializada



 73 

comenzar a investigar un caso por denuncia. El único plazo señalado es el de la 

respuesta a los requerimientos realizados por la investigadora a las personas que 

sean objeto de la investigación.   

 

3.3.2.2. La impugnación de la calificación de faltas no graves 

 

La calificación de las faltas cometidas no graves deberá de ser notificada al 

Denunciante, cuando la denuncia no se haya realizado de manera anónima, y se 

mencionará en esa notificación la forma en la que el denunciante podrá tener acceso 

al expediente de presunta responsabilidad administrativa106.  

 

En estos casos, éste tendrá el plazo de cinco días hábiles para impugnar la 

calificación de la falta como no grave a través del recurso de inconformidad, del cual 

se le dará vista al presunto infractor para que dentro de los siguientes cinco días 

hábiles, manifieste lo que a su derecho convenga, y del que tendrán 30 días hábiles 

a partir de la vista al Servidor Público para resolver107.  

 

TABLA: INICIO DEL PROCEDIMIENTO  

 

                                            
106 Ibidem, art. 102.  
107 Ibidem, arts. 102, 103, 106 y 107.  
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Cuando se haya admitido el Informe de Presunta Responsabilidad, la autoridad 

sustanciadora ordenará el emplazamiento al presunto responsable, donde se le 

citará para la celebración de una audiencia inicial, la cual debe se llevarse a cabo 

en un plazo de entre 10 u 15 días hábiles.  

 

De la misma manera, con por lo menos 72 horas de anticipación, se deberá de citar 

a las partes que deban de concurrir al procedimiento.  

 

En la audiencia inicial, el presunto responsable deberá de exponer sus defensas y 

presentar las pruebas que estime convenientes.  

 

Los terceros también podrán manifestar por escrito o verbalmente lo que a su 

derecho convenga, y presentar las pruebas que estimen necesarias para efectos 

del procedimiento de responsabilidades administrativas.  

 

Cuando hayan ofrecido las partes sus pruebas, se declarará cerrada la audiencia 

inicial y ya no se podrán ofrecer más pruebas dentro del procedimiento (al menos 

que se traten de las pruebas supervenientes).  

 

El acuerdo de admisión de pruebas se emitirá dentro de los siguientes 15 días 

hábiles del cierre de la audiencia inicial, y en este acuerdo se ordenarán las 

diligencias necesarias para su preparación y desarrollo.  

 

Al terminar el desahogo de las pruebas, se declarará abierto el periodo de alegatos, 

por un término de cinco días hábiles.  

 

Al concluir el periodo de alegatos, se declarará cerrada la instrucción, y se citará a 

las partes para oír la resolución, la cual deberá de ser emitida dentro de los 

siguientes 30 días hábiles, plazo que podrá ser ampliado por una vez por un periodo 

igual.  
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TABLA: PROCEDIMIENTO ANTE EL OIC 

 

 

 

3.3.2.5. El Procedimiento de Responsabilidad Administrativa ante el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa  

 

Los procedimientos que se llevan a cabo ante el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, de conformidad con el artículo 209, se sustanciarán de la misma 

manera que los procedimientos por faltas no graves, con las siguientes diferencias:  

 

Inicio: Admisión Informe 
de Presunta 

Responsabilidad 
Administrativa: 3 DÍAS 

PARA ADMITIR

Se emplaza al presunto 
responsable: DE 10 - 15 

DÍAS HÁBILES ENTRE 
EMPLAZAMIENTO Y 

AUDIENCIA

Se cita a las demás 
partes con por lo menos 

72 HORAS DE 
ANTICIPACIÓN

AUDIENCIA: rinde 
declaración, presenta 

pruebas

Acuerdo de admisión de 
pruebas: 15 DÍAS 

HÁBILES A LA AUDIENCIA 

Desahogo de pruebas: 
NO HAY TÉRMINO

Periodo de alegatos: 5 
DÍAS HABILES 

Cierre de instrucción. 

Citación para sentencia: 
30 DÍAS HÁBILES 

AMPLIADO POR OTROS 
30. 
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Dentro de los tres días hábiles siguientes de haber concluido la audiencia inicial, la 

Autoridad substanciadora deberá enviar al Tribunal competente los autos originales 

del expediente y notificarlo a las partes.  

 

Cuando el Tribunal reciba el expediente, deberá verificar que la falta que se imputa 

se trate de una falta grave, y en los casos en los que no lo sea devolverá el 

expediente a la autoridad sustanciadora para que continúe el procedimiento de las 

faltas no graves.  

 

El Tribunal también podrá ordenar a la autoridad substanciadora a que reclasifique 

una falta, indicando las directrices que se deberán seguir, si lo cree necesario.  

 

Al estar debidamente clasificada la falta, el Tribunal procederá a notificar a las partes 

la recepción del expediente.   

 

Al haber sido notificadas todas las partes, se deberá dictar dentro de los quince días 

hábiles siguientes, el acuerdo de admisión de pruebas, en donde se ordenará su 

diligencia y desarrollo.  

 

Al terminar el desahogo de las pruebas, se declarará abierto el periodo de alegatos, 

por un término de cinco días hábiles.  

 

Al concluir el periodo de alegatos, se declarará cerrada la instrucción, y se citará a 

las partes para oír la resolución, la cual deberá de ser emitida dentro de los 

siguientes 30 días hábiles, plazo que podrá ser ampliado por una vez por un periodo 

igual.  

 

TABLA: PROCEDIMIENTO ANTE TFJA 
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3.4. Comprobación de la Hipótesis  

 

Aun cuando existe una gran cantidad de perfiles relacionados a la reforma 

anticorrupción que deben ser analizados con sumo cuidado, el propósito de esta 

investigación, es identificar en la parte adjetiva las deficiencias del Sistema Nacional 

Anticorrupción en lo relativo a las Responsabilidades Administrativas, y en especial, 

el de enfocar la posición del denunciante ante los servidores públicos que sean 

imputados, pues desde mi punto de vista, radica en gran medida, en el propio 

denunciante la posibilidad de hacer reales los planteamientos que, desde lo social, 

Inicio: Admisión Informe de 
Presunta Responsabilidad 

Administrativa: 3 DÍAS PARA 
ADMITIR

Se emplaza al presunto 
responsable: DE 10 - 15 DÍAS 

HÁBILES ENTRE 
EMPLAZAMIENTO Y 

AUDIENCIA

Se cita a las demás partes con 
por lo menos 72 HORAS DE 

ANTICIPACIÓN

AUDIENCIA: rinde declaración, 
presenta pruebas

Sustanciadora remite autos al 
TFJA y notifica a las partes: 

TRES DÍAS

TFJA verifica la falta en el 
Informe de Presunta 

Responsabilidad. NO HAY 
TÉRMINO PARA DECIDIR QUE 

EL ASUNTO ES DE SU 
COMPETENCIA

Notifica a las partes sobre la 
recepción del expediente. NO 
HAY PLAZO PARA NOTIFICAR. 

Al haber constancia de que las 
partes se notificaron, dicta 

admisión de pruebas. 15 DÍAS 
HÁBILES

Desahogo de Pruebas: NO HAY 
TÉRMINO

Periodo de Alegatos: CINCO 
DÍAS HÁBILES. 

Cierre de Instrucción

Resolución: 30 DÍAS HÁBILES 
AMPLIADO POR OTROS 30. 
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dieron impulso a la reforma constitucional publicada en el Diario oficial de la 

Federación el 27 de mayo de 2015. 

 

Las razones por las que sostengo tal afirmación son las siguientes: 

 

1. Las formas de contraloría consideradas como parte de la Administración 

Pública Centralizada y la Auditoría Superior del Estado, como órgano auxiliar 

con autonomía técnica de la Cámara de Diputados, no pueden alcanzar ni 

superar la forma directa de escrutinio de la sociedad, 

 

2. Dar a los ciudadanos la facultad de denunciar, la protección del anonimato y 

la aptitud para impugnar las determinaciones de los órganos de 

investigación, llevarán sin duda a los tribunales de control a reconocer el 

interés jurídico de los denunciantes para promover amparo, dejando atrás los 

criterios sostenidos hasta la novena época.  

 

3. Las nuevas herramientas y el impulso que pueden dar los particulares a la 

denuncia en materia de servidores públicos, pueden incluso, llevar a que 

sean solicitantes del ejercicio de las atribuciones relacionadas a la excepción 

al secretario bancario, fiduciario y fiscal. 

 

4. No cabe duda que, en el mismo tenor, los denunciantes podrán participar en 

los procedimientos sancionadores y resarcitorios que instrumentará el 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

No obstante, el legislador omitió algunos aspectos más que importantes y que nos 

alejan de los objetivos del nuevo sistema. 

 

Enseguida enuncio y argumento las razones de mi disenso con la reforma: 
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a. Si ya antes de la reforma constitucional pareciera que el gran ausente en los 

procedimientos de responsabilidades, es la arbitrariedad que se revela por la 

ausencia de normas adjetivas. 

 

Si consideramos que los términos fiscalizar, auditar, revisar, son sinónimos, 

entonces habremos de entender que su uso en la legislación, se ha utilizado con el 

objeto de diferenciar los diferentes procedimientos realizados por las autoridades 

de control y fiscalización. 

 

Siendo así, basta con comparar la forma en que la regulación en materia fiscal se 

ha ocupado de normar diversos aspectos: 

 

a.1. El contenido de una orden de auditoría; 

a.2. Los plazos que habrá de abracar, su suspensión y su ampliación; 

a.3. El objeto de la auditoría; 

a.4. Los servidores públicos que la realizarán; 

a.5. La forma de sustituirlos; 

a.6. La forma de identificarlos; 

a.7. La documentación a la que podrán tener acceso. 

a.8. Las formalidades con las que iniciarán la auditoría; 

a.9. Los derechos de los auditados; 

a.10. etcétera.  

 

La ausencia de procedimientos por una parte da cabida a la arbitrariedad, pero por 

otra genera la posibilidad de una contundente defensa. 

 

Por lo pronto, me quedo con que el particular no conoce a ciencia cierta cuál el 

procedimiento que habrá de seguir. 

 

No son una novedad los casos en que los particulares han denunciado al amparo 

del nuevo sistema y no han tenido una respuesta de las autoridades, no sólo por la 






































